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que podrían modular algunas de estas medidas desde la imprescindible prudencia en favor de la seguridad 
sanitaria de todos.

…
Respecto de las quejas que afectan al funcionamiento de las entidades colaboradoras federativas, citamos 

dos ejemplos, como son la queja 20/5818 en la que la interesada exponía las dificultades económicas 
de algunos clubes de menores para cumplir con algunas las medidas de seguridad contra la pandemia. 
Expresaba que los protocolos y medidas se aplicaban a los clubes federados y que esta exigencia limitaba 
las actividades de otros clubes más modestos. La Federación Andaluza argumentó con detalle y exactitud 
la necesidad de disponer estos registros y filiación de jugadores debidamente federados para acceder a los 
servicios y condiciones que la RFAF ofrece en el marco de estas medidas de seguridad sanitaria, por lo que 
entendimos que su actuación era acorde con la normativa y sin poder apreciar una actuación inadecuada.

Por último, citamos la queja 20/6145 en la que los padres de un menor extranjero no accedían a obtener 
ficha en un club de fútbol. Tras la tramitación del caso, explicamos que la decisión última acordada por la 
Federación Andaluza sobre la petición del menor reside en la competencia de la FIFA, que es un organismo 
no supervisable por esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz ya que “autorizar las licencias de 
extranjeros debe realizarse por esa Federación Internacional, organismo federativo supranacional 
competente en esta materia”. Entendimos que, por tanto, deberían dirigirse a dicho organismo, o ante una 
instancia que ostente la función de su supervisión, para tramitar la petición de concesión de la licencia 
para el hijo.

1.2.3. Actuaciones de oficio, Colaboración de las Administraciones y Resoluciones
1.2.3.1. Actuaciones de oficio

…
– Queja 20/5391, ante el Ayuntamiento de Jerez de la Frontera (Cádiz), relativa a los problemas de acceso 
de menor de edad con movilidad reducida al Zoo de Jerez (Cádiz).

…

1.3. Dependencia y Servicios sociales
1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.3.2.5. Discapacidad

1.3.2.5.2. La discapacidad en otras materias

1.3.2.5.2.1. Menores, Educación, Cultura y Deporte
Durante el año 2020 se han tramitado 98 expedientes de queja cuyo contenido estaba relacionado con 

cuestiones que afectan a los derechos de los menores de edad con discapacidad.
Como viene aconteciendo en ejercicios anteriores, la atención al alumnado con necesidades educativas 

especiales ha constituido el eje central de las intervenciones de la Institución, tanto en su condición de 
Defensor del Pueblo Andaluz como de Defensor del Menor de Andalucía en materia de discapacidad. 
No obstante, el ejercicio al que se contrae el presente informe ha estado marcado por la incidencia de la 
COVID-19 en los procesos de enseñanza-aprendizaje de este colectivo, especialmente tras la suspensión 
de la actividad docente presencial y su continuidad por medios telemáticos.

Las Tecnologías de la información y comunicación (TIC) han adquirido un singular protagonismo en el 
proceso de inclusión educativa del alumnado con necesidades educativas especiales. Un alumnado, no lo 
olvidemos, expuesto aún a mayor vulnerabilidad y desigualdad en el acceso a su educación en las especiales 
circunstancias tras la suspensión de la presencialidad en las aulas. Ciertamente las TIC se han considerado 
como una herramienta muy valiosa, dado el papel que pueden desempeñar en el desarrollo de una 
educación flexible e individualizada, evitando las limitaciones de los sistemas tradicionales y ofreciendo 
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un canal más sencillo de acceso a las fuentes de conocimiento y formación, al mismo tiempo que facilitan 
un aumento de la autonomía, una mejora de la integración social y la comunicación interpersonal del 
alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo.

La suspensión de la actividad educativa para este tipo de alumnado desde que se acordó el cierre de los 
centros docentes, si no se potencia el seguimiento de su proceso por vía telemática, puede conllevar a una 
desconexión del ámbito educativo. Una desconexión que de prolongarse en el tiempo incrementa el riesgo 
de fracaso escolar y abandono temprano del Sistema educativo. Si el acceso a las TIC de este alumnado 
se muestra imprescindible en una situación de normalidad, en las especiales circunstancias derivadas 
de la suspensión de las clases presenciales, se convirtió en irrenunciable para seguir avanzando en su 
educación. Caso contrario, estos niños y niñas se verán afectados por una doble exclusión y marginación.

Y en este ámbito de la educación especial debemos señalar las vicisitudes acontecidas en el proceso de 
enseñanza del alumnado con discapacidad auditiva.

Conocimos que durante la suspensión de las clases de forma presencial por el coronavirus, estos alumnos 
no estaban recibiendo de manera telemática el apoyo imprescindible de los intérpretes de lengua de 
signos.

Estos profesionales son contratados a través de la adjudicación 
de la prestación del servicio a la empresa con la que mantienen 
la relación laboral. Desde que se decretó el estado de alarma, a 
las intérpretes -en su mayoría mujeres-, se les estuvo facilitando 
información contradictoria sobre su situación laboral, ya que, 
al parecer, la Agencia Pública Andaluza de Educación (APAE) 
no concretaba las medidas que debían seguir para continuar 
desarrollando sus cometidos. Después fueron informadas por 
su empresa de que no se iba a proceder a ningún tipo de ERTE 
porque se mantendrían sus puestos de trabajo, sin embargo, 
cuando preguntaron cómo y qué medios se les iba a facilitar 
para continuar con su actividad de manera telemática la Agencia 
Pública informó de que no podían ejercer su actividad porque sus 
contratos se encontraban “suspendidos”.

Al parecer, la Administración contratante habría facilitado a la empresa la partida necesaria para que 
pudiera abonar las nóminas a las intérpretes a pesar de tener su actividad paralizada. Pero, paradójicamente, 
el alumnado con discapacidad auditiva, que debía continuar con sus obligaciones formativas, seguía sin 
poder acceder a este servicio indispensable. Y ello porque la Junta de Andalucía había equiparado todos 
los servicios externalizados sin distinguir entre los que son prescindibles durante el estado de alarma, 
como el comedor o el transporte escolar, y los que son irrenunciables, como la interpretación de la lengua 
de signos española, tal como se concibe en la Ley 11/2011, de 5 de diciembre, por la que se regula el uso 
de la lengua de signos española y los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera en Andalucía.

En este contexto, iniciamos una investigación de oficio ante la Consejería de Educación para conocer 
con exactitud la situación del alumnado con discapacidad auditiva así como las medidas que se van a 
adoptar o, en su caso, ya se hayan adoptado, para posibilitar que aquel siga recibiendo el apoyo de los 
especialistas en lenguaje de signos (queja 20/2615).

La respuesta obtenida confirma la ausencia del servicio de intérpretes de signos en estas especiales 
circunstancias. En efecto, la Agencia Pública Andaluza de Educación procedió, en cumplimiento de la 
Instrucción de 13 de marzo de la Viceconsejería de Educación y Deporte, a la suspensión de todos los 
contratos de servicios educativos que gestiona durante la suspensión de la actividad docente presencial, 
incluidos los intérpretes de lengua de signos, habiéndose recibido instrucciones específicas de reanudación 
del servicio por parte de la Consejería de Educación. En cualquier caso, para la prestación telemática de 
dicho servicio hubiese sido necesario formalizar nuevos contratos ya que se necesitarían, por parte de las 
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empresas adjudicatarias, determinados medios de teletrabajo para su personal cuyo coste no se incluía 
en los contratos iniciales.

Por otro lado, esta Institución ha continuado trabajando para que el alumnado con necesidades educativas 
especiales cuente con todos los recursos necesarios para su debida atención e inclusión educativa.

Recordemos que las leyes educativas reconocen la inclusión escolar como uno de los principios del Sistema 
educativo y la escuela inclusiva como base para la atención de todos los alumnos, independientemente 
de sus condiciones y capacidades. Siendo así, el alumnado afectado por algún tipo de discapacidad tiene 
garantizada su escolarización, siempre que sea posible, en centros ordinarios y recibir una atención 
educativa adecuada a sus necesidades que les garantice el máximo desarrollo posible.

Esta es la teoría, la realidad, sin embargo, es que el alumnado con necesidades educativas especiales 
sigue encontrándose con muchas dificultades y obstáculos para poder integrarse plenamente y de forma 
real y efectiva en condiciones de igualdad en el ámbito educativo.

Y en este aspecto la ausencia o insuficiencia de profesionales técnicos de integración social (PTIS) 
continúa siendo un problema recurrente que afecta a este colectivo de niños y niñas vulnerables. En 
numerosas ocasiones, las demandas de estos profesionales son realizadas por las familias y ratificadas 
por los equipos directivos de los centros docentes, y no resulta tarea fácil discernir sobre la oportunidad 
de estas peticiones teniendo presente que cualquier demanda de ampliación de la atención que se presta 
al alumnado con necesidades educativas especiales se debe encontrar plenamente justificada. Aún así, 
las informaciones que nos aportan las familias, los docentes o los equipos de dirección permiten acreditar 
la justificación racional de incrementar los servicios de los profesionales técnicos de integración social en 
algunos centros educativos, y así lo demandamos a la Administración educativa (queja 19/5381).

1.4. Educación
1.4.1. Introducción

…
Por otro lado, a finales de 2020, se ha publicado una nueva Ley educativa: la Ley Orgánica 3/2020, de 

29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, publicada 
en el Boletín Oficial del Estado de 30 de diciembre (Lomloe). Se trata de la octava ley educativa de la 
democracia, la cual, como sus predecesoras, ha sido aprobada sin el suficiente consenso de todas las 
fuerzas políticas.

Han sido muchas las ocasiones en las que esta Defensoría ha apelado a un pacto que haga posible apartar 
a la Educación de la confrontación política y que evite los continuos cambios normativos que se realizan 
en materia educativa cada vez que se produce una alternancia política, por muy legítima que esta sea. Sin 
embargo, una vez más, hemos de lamentar que la nueva Ley orgánica carezca de ese necesario acuerdo 
político, circunstancia que sin duda ha contribuido a la existencia de una controversia social entre sus 
partidarios y sus detractores.

La recién aprobada norma incluye varios cambios de mayor o menor calado con respecto a la ley anterior 
(Lomce). Hay modificaciones de tipo organizativo, relativas a la oferta de plazas escolares o la construcción 
de nuevos centros; y de tipo educativo, que atañen a la promoción de curso o las materias que se impartirán 
en las escuelas. Pero, sin duda, los cambios más polémicos y que mayor debate social han ocasionado se 
refieren, por un lado, al rol de la escuela concertada, al eliminar la Lomloe el concepto de “demanda 
social” a la hora de programar la red de centros; y, por otro, a la educación especial, en concreto, por el 
temor de algunas asociaciones de familias y profesionales al cierre de los centros específicos de educación 
especial.

En relación con este último aspecto referido a la educación especial, conviene señalar que la Lomloe no 
contempla de manera expresa la decisión de eliminar los centros específicos de educación especial, pero 
lo que sí hace es otorgar un plazo de diez años para que «los centros ordinarios cuenten con los recursos 
necesarios para poder atender en las mejores condiciones al alumnado con discapacidad». No obstante, 
añade que «las Administraciones educativas continuarán prestando el apoyo necesario a los centros de 

Desglose por temas • IAC 2020

9. Infancia, adolescencia y juventud


	Este tema en otras materias
	1.3. Dependencia y Servicios sociales
	1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
	1.3.2.5. Discapacidad
	1.3.2.5.2. La discapacidad en otras materias
	1.3.2.5.2.1. Menores, Educación, Cultura y Deporte








